
ACTA No. 94 -2002

Sesión ordinaria celebrada por el Tribunal Supremo de Elecciones a las ocho horas y treinta minutos del trece de junio de dos mil dos, con asistencia de los señores Magistrados Fonseca Montoya, quien preside; Sobrado González, Fallas Madrigal, del Castillo Riggioni y Pinto López. 

ARTICULO PRIMERO.- Se leyó y aprobó el acta de la sesión inmediata anterior.
ARTICULO SEGUNDO.- Se conocen los siguientes asuntos:

a)  El señor Magistrado Presidente Oscar Fonseca Montoya informa que recibió, vía telefónica, una cordial invitación del señor Joseph Thompson, Director Ejecutivo del Centro de Asesoría y Promoción Electoral, para que este Tribunal designe a un representante para que forme parte de la Misión de Observación de las próximas elecciones de la República de Bolivia, del 26 de junio al 1° de julio.

Se dispone:  Agradecer la cordial invitación cursada a este Tribunal, y designar al señor Magistrado Luis Antonio Sobrado González como representante de este Tribunal, a quien se le asigna un 10% del perdiem correspondiente.  Comuníquese al señor Magistrado Suplente Mario Seing Jiménez, quien oportunamente había sido designado para sustituirlo durante las vacaciones que había solicitado el señor Sobrado González.   
b)  Del señor Magistrado Luis Antonio Sobrado González, se conoce nota del 13 de junio de este año, mediante la cual, con fundamento en las razones que expone, manifiesta que ha debido reprogramar sus vacaciones previstas para disfrutarlas del 24 de junio al 12 de julio, que ahora desea hacerlo del 02 al 22 de julio.  Asimismo reitera que en esos días se le practicará una cirugía, por lo que oportunamente aplicará la respectiva incapacidad médica.

Se acuerda:  Aprobar conforme se solicita.  Para sustituirlo se mantiene la designación del señor Magistrado Suplente Mario Seing Jiménez.  ACUERDO FIRME.

c) Se dispone:

 Considerando:

a. Este Tribunal promovió la Licitación Pública N°.03-96, con el propósito de informatizar el proceso de emisión de la cédula de identidad. En Sesión N° 11042 celebrada, el 6 de diciembre de 1996, se adjudicó a la empresa Unisys de Centroamérica S.A. dicha licitación.  El contrato respectivo fue suscrito por las partes el 5 de marzo de 1997 y refrendado por la Contraloría General de la República el 28 de abril del mismo año.

b. En este documento se estableció, entre otros aspectos, que el plazo de entrega para la instalación, desarrollo e implementación de la solución sería de ocho meses contados a partir de la fecha en que la Contraloría concedió el mencionado refrendo y que el proceso se dividiría en dos fases. La primera referida a la captura y creación del padrón fotográfico, con una duración de seis meses, y la segunda relativa a la emisión del documento de identidad, con una duración de ocho meses contados a partir del refrendo. Para  tener por aceptada la solución ofrecida, era necesario el cumplimiento a satisfacción de las pruebas que demostraran el correcto funcionamiento del sistema. En caso de inconsistencias el Tribunal advertiría a Unisys de esas situaciones para su corrección.  En el contrato se estipuló, de conformidad con el cartel, que el adjudicatario pagaría ¢500.000,00 (quinientos mil colones exactos) por cada día natural de atraso. La estimación de la contratación se estableció, para efectos fiscales, en la suma de ¢1.191.545.517,98 (mil ciento noventa y un millones quinientos cuarenta y cinco mil quinientos diecisiete colones con noventa y ocho céntimos).

c. El sistema contratado debió estar concluido y recibido a satisfacción por el Tribunal desde el 28 de diciembre de 1997; no obstante, el sistema entró en operación a partir del 26 de agosto de 1998, según lo dispuesto mediante Decreto N° 1-98 del 10 de agosto de 1998. Asimismo, si bien el sistema permitió la expedición de cédulas de identidad desde esa fecha, se observó que presentaba problemas técnicos y de funcionalidad.

d. En oficio N° 869 -CCC de fecha 13  de noviembre  de 1998,  de la Comisión de Cambio de Cédula, se concluyó que desde el 30 de junio de 1998 no existía justificación satisfactoria para el atraso en el cumplimiento del plazo contractual a que estaba obligada la empresa Unisys de Centro América S.A., por lo que le asistía legitimación al Tribunal para iniciar el trámite de ejecución de la cláusula penal desde esa fecha y hasta la entrega cabal y definitiva de la solución contratada, acto que se verificaría cuando estuvieran disponibles todos los componentes del sistema.

e. El Tribunal contrató una consultoría en el mes de junio de 1999 con la Fundación de la Universidad de Costa Rica para la Investigación (FUNDEVI), con el propósito de obtener el criterio técnico de un tercero acerca del eventual incumplimiento de Unisys.  En el informe rendido por esa Fundación se señalan elementos que suponen incumplimientos de las obligaciones contractuales, entre las cuales está el plazo de entrega del objeto contratado.

f. La Contraloría General de la República realizó un estudio sobre la referida contratación. El órgano contralor, mediante el informe 5/2000 de fecha 11 de enero del 2000, oficio DG-57, suscrito por el Lic. Carlos Rodríguez Ramos, Jefe del Departamento de Gobierno, emitió varias disposiciones, entre ellas que:

1.- Debía informarse a esa institución el resultado de las acciones que se llevarían a cabo en relación con la ejecución de la cláusula penal por la demora de la empresa Unisys de Centro América S.A. en la entrega del sistema para la emisión de la cédula de identidad.

2.- El proyecto del Sistema Integrado de Cédula de Identidad debía contar con una apropiada contabilización de costos.

3.- El administrador del proyecto debía levantar un informe detallado sobre los problemas presentados en todas las áreas usuarias y técnicas, con respecto al Sistema Integrado de Cédula de Identidad y tomar las medidas necesarias para que, previo a la recepción del sistema, se corrigieran los problemas.

g. De conformidad con lo dispuesto en dicho informe 5/2000, el Tribunal nombró un administrador para el proyecto y por medio del Comité Gerencial de Informática, informó periódicamente a la Contraloría General de la República sobre el avance en el cumplimiento de las disposiciones contenidas en el referido informe. 

h. Desde el momento en que oficialmente se empezaron a emitir cédulas de identidad utilizando el nuevo sistema, y hasta la fecha, se han expedido aproximadamente un millón ochocientos mil documentos, sin embargo el sistema ha presentado una serie de deficiencias señaladas en diversas instancias, lo cual ha obligado a la empresa Unisys a adoptar una serie de medidas correctivas, razón por la cual, hasta la fecha, el sistema no se había recibido a satisfacción. 

i. Unisys de Centro América instaló la última versión ("Bioware 3.2.3.14.cr")  en el mes de febrero del año en curso, dicha versión corrigió gran parte de las deficiencias señaladas por el Tribunal. 

j. En oficio N° 098-G-P de fecha 28 de marzo del 2001, suscrito por el señor Rodolfo Delgado, Gerente del Proyecto, se concluyó que: “persisten una cantidad de problemas identificados desde que el sistema entró en operación en agosto de 1998 que no permiten la operación eficiente y eficaz del sistema de cédula, lo que implica que no se lograron los objetivos propuestos para este proyecto...”.

Por esta razón, este Tribunal no ha tenido por recibido a satisfacción el objeto contratado.

k. Este Tribunal consultó a la Contraloría General de la República en torno a la posibilidad que podría tener la administración de finiquitar sus relaciones contractuales, y como producto de esa eventualidad, percibir bienes y servicios a título de indemnización.  El Órgano Contralor, al respecto, se pronunció mediante oficio DI-AA-196 del 23 de enero del 2002, suscrito por la Licda. Celina Mejía Chavarría, en el cual se indicó  que: “si el finiquito en la relación contractual se produce por incumplimiento imputable al contratista (resolución), las normas reglamentarias disponen que la Administración deber (sic) realizar todos los trámites necesarios para resarcirse en los daños y perjuicios causados, incluyendo la ejecución de la garantía de cumplimiento y de las cláusulas penales”. Más adelante agregó: “... En ninguno de los supuestos analizados anteriormente se prevé la posibilidad de que la Administración  pueda aceptar el resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados con otros bienes o servicios, en consecuencia, hemos de considerar que tal negociación no es factible”.

SE ACUERDA: De conformidad con lo dispuesto en el artículo 13.2 del Reglamento General de Contratación Administrativa, la Comisión de Cambio de Cédula con la colaboración del Lic. Rodolfo Delgado Rojas, verificará y acreditará, a la mayor brevedad, en el expediente que se levantará al efecto, los incumplimientos en que ha incurrido la empresa Unisys de Centroamérica S.A., hará la estimación de los daños causados a la institución y del monto de las multas, y rendirá al Tribunal el informe respectivo.  ACUERDO FIRME.
d)  Del señor Fernando Víquez Jiménez, Director Ejecutivo, se conoce:

1.  Memorando Nº. 1012, del 10 del mes en curso, al que adjunta para su respectiva aprobación las siguientes solicitudes de mercancías:


N°. 067 del 06-06-2002 (adicional a la solicitud Nº. 200.024), réng. 310: Equipo y mobiliario de oficina por un monto de ¢12.000.000.oo.


Nº. 069 del 06-06-2002, réng. 310:  Equipo y mobiliario de oficina por un monto de ¢20.000.000,oo


Nº. 075 del 06-06-2002, réng. 310:  Equipo y mobiliario de oficina por un monto de ¢20.000.000,oo.

Se dispone:  Aprobar.  Se designan como órganos fiscalizadores a los señores Arq. Percy Zamora Ulloa, Álvaro Artavia Mora y Kattia Zamora Guzmán, respectivamente.  ACUERDO FIRME.

2.  Memorando Nº. 1019, del 12 del mes en curso, mediante el cual solicita la aprobación de la solicitud de mercancías relativa a trabajos de construcción en el Edificio de Elecciones, según como detalla, mismos que fueron presupuestados oportunamente con base en el plan de gestión del despacho de Arquitectura aprobado por la Comisión de Construcciones.

Se dispone:  Aprobar.  Se designa al Arq. Percy Zamora Ulloa, como órgano fiscalizador del respectivo contrato.  ACUERDO FIRME.

e)  Del señor Ricardo Carías Mora, Jefe del Departamento de Recursos Humanos, se conoce:

1.  Oficio Nº. 545, del 11 del mes en curso, mediante el cual –y en virtud de las razones que se sirve exponer- solicita se nombre interinamente en la Subjefatura de dicho departamento, a la Licda. Jocelyn Brown Pérez a partir del próximo 16 de junio hasta que se designe en propiedad al nuevo Subjefe de Recursos Humanos.

Se dispone:  Aprobar.  ACUERDO FIRME.

2.  Oficio No. 557-2002-DRH, de 12 de junio de este año, al que adjunta solicitudes de recargo de funciones de las jefaturas de la Oficina Regional de Pérez Zeledón y de la Sección de Inscripciones, respectivamente, en virtud de las vacaciones que disfrutarán los titulares.  Asimismo, el señor Carías Mora manifiesta que en el caso del señor Carlos Luis Brenes Molina quien cuenta con amplia experiencia en las tareas que ahora se le pretende endosar, no posee el grado académico que el Manual Descriptivo de Puestos exige para ese cargo, por lo que sería necesario para aprobar el respectivo recargo, aplicar la excepción que establece el artículo 40 del Reglamento a nuestra Ley de Salarios.

Por mayoría se acuerda:  Aprobar los recargos de funciones conforme se solicita.  

El Magistrado Sobrado González salva el voto y deniega el recargo de funciones de la Sección de Inscripciones, porque, aún conocedor de la gran experiencia y valía del funcionario Carlos Luis Brenes Molina, el artículo 40 del Reglamento a la Ley No. 4519, estipula que los encargos y recargos deben efectuarse en relación con personas que satisfagan los requisitos académicos del puesto respectivo –que en este caso no cumple el señor Brenes Molina-, salvo casos “muy calificados”.  La situación descrita por el Sr. Jefe de Personal no es de esta naturaleza, sino más bien lo usual; por lo que acceder a su sugerencia significa contradecir el citado mandato reglamentario, en detrimento de la política de profesionalización que se promueve en la institución.   ACUERDO FIRME.
f) Del señor José Luis Alvarado Vargas, Gerente de Área de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa del Área de Servicios Gubernamentales de la Contraloría General de la República, se conoce:

1.  Oficio Nº. 6692, del 12 del mes en curso, mediante el cual remite informe sobre los resultados parciales de la revisión de gastos contenidos en la novena liquidación presentada a este Tribunal por el Partido Liberación Nacional.

 Se dispone:  Tener por rendido el informe que se somete a conocimiento de este Tribunal, el cual se acoge.  Póngase en conocimiento del Partido Liberación Nacional para los efectos correspondientes.  ACUERDO FIRME.

2.  Oficio Nº. 6694 del 12 del mes en curso, mediante el cual remite informe sobre los resultados parciales de la revisión de gastos contenidos en la quinta liquidación presentada a este Tribunal por el Partido Liberación Nacional.

Se dispone:  Tener por rendido el informe que se somete a conocimiento de este Tribunal, el cual se acoge.  Póngase en conocimiento del Partido Liberación Nacional para los efectos correspondientes.  ACUERDO FIRME.

3.  Oficio No. 6768 de 12 de junio de este año, mediante el cual remite el informe sobre los resultados de la revisión de los gastos contenidos en la tercera liquidación parcial presentada por el Partido Liberación Nacional a este Tribunal.

Se dispone:  Tener por rendido el informe que se somete a conocimiento de este Tribunal, cuyas recomendaciones se acogen.  En consecuencia póngase en conocimiento del Partido Liberación Nacional para que cumpla con las mismas.  Se fijan las 13 horas del 20 de este mes, para la entrega de la documentación que respalda los gastos declarados subsanables.  ACUERDO FIRME.

4.  Oficio No. 6812 de 12 de junio de este año, mediante el cual remite el informe sobre los resultados de la revisión de los gastos contenidos en la segunda liquidación parcial presentada por el Partido Unidad Social Cristiana a este Tribunal.

Se dispone:  Tener por rendido el informe que se somete a conocimiento de este Tribunal, cuyas recomendaciones se acogen.  En consecuencia póngase en conocimiento del Partido Unidad Social Cristiana para que cumpla con las mismas.  Se fijan las 13 horas del 19 de este mes, para la entrega de la documentación que respalda los gastos declarados subsanables.  ACUERDO FIRME.

g)  De la señora Xinia Araya Lobo, Secretaria de la Municipalidad de San Ramón,  provincia de Alajuela, se conoce fax del 12 del mes en curso, mediante la cual, en relación con la Circular No. 1951-2002 de este Tribunal, comunica que el Concejo Municipal de San Ramón acordó mantener vigente la estructura del Concejo Municipal de Distrito de Peñas Blancas.

Se acuerda:  Tome nota la Secretaría.  Póngase en conocimiento de la Dirección General del Registro Civil y de la Coordinación de Programas Electorales para lo de sus cargos.  ACUERDO FIRME.

h)  Del Dr. Luis Ramiro Beltrán Salmón, Presidente de la Corte Nacional Electoral de Bolivia, se conoce nuevamente oficio original, de 06 de junio de este año, mediante el cual cursa cordial invitación para que el Tribunal participe en la Misión de Observación Técnica para presenciar las Elecciones Generales el próximo 30 de junio.  Asimismo indica que lamentablemente, por razones presupuestarias, no les será posible cubrir los costos de la participación.  Además se conoce fax del Lic. Mario Maldonado, Coordinador para Observación Internacional de  dicho Organismo Electoral, en el que reitera la supracitada invitación.

Se dispone:  Agradecer la gentil invitación y comunicar al Dr. Beltrán Salmón y al Lic. Maldonado, que este Tribunal ha designado al Dr. Luis Antonio Sobrado González para que, en representación de este organismo, integre la Misión de Observación que está organizando el Centro de Asesoría y Promoción Electoral del Instituto Interamericano de Derechos Humanos CAPEL/IIDH.  ACUERDO FIRME.
i)  Del señor Rafael Dendia, Magistrado Presidente del Tribunal Superior de Justicia Electoral de Paraguay, se conoce fax con Nº. 123 del 31 del mes pasado, mediante el cual comunica que la VI Conferencia de la Unión Interamericana de Organismos Electorales se realizará entre los días 4 y 6 de setiembre del año en curso, y agradece una pronta confirmación de la presencia de un delegado de este Tribunal.  Asimismo informa que la organización de la conferencia se encargará de los boletos aéreos y la estadía de un delegado por país, sin perjuicio de que por cuenta propia pueda participar otra persona de nuestra institución.


Se dispone:  Se agradece al señor Rafael Dendia su atenta invitación.  Asimismo se le comunica que se designa a la señora Magistrada Olga Nidia Fallas Madrigal para asistir a dicha Conferencia. Para una digna representación se les asigna el 10% del per diem correspondiente.  ACUERDO FIRME.
j) Del Partido Acción Ciudadana se conoce:

1.  Notas de 11 y 12 de junio de este año, de las señoras Sadie Bravo de Maroto y Emilia Molina Cruz, Secretaria y Tesorera, respectivamente, de ese Partido,  mediante las cuales, comunican que esa agrupación política realizará las asambleas cantonales y distritales, conforme lo detallan.  Asimismo, la señora Bravo de Maroto, informa sobre la modificación de la hora en que se celebrará la asamblea distrital de San Juan de Tibás,  programada para el próximo sábado 15 de junio.

Se acuerda:  Se aprueba la supervisión y la fiscalización correspondientes.  Póngase en conocimiento de la Coordinación de Programas Electorales, para lo de su cargo. Respecto a la jornada extraordinaria que se genere, pase a la Dirección Ejecutiva para los efectos pertinentes.  ACUERDO FIRME.

2.  Nota del 12 del mes en curso, suscrita por la señora Sadie Bravo de Maroto, Secretaria esa agrupación política, mediante la cual informa que ese Partido realizará la asamblea cantonal, conforme lo detalla.

Se dispone:  No es posible acceder a lo solicitado en virtud de resultar extemporánea la comunicación que se hace a este Tribunal, toda vez que, de conformidad con lo dispuesto por este Organismo en sesión Nº. 10191, artículo  24º del 23 de julio de 1993, la solicitud para la designación de delegados a las asambleas distritales y cantonales de los partidos políticos, debe hacerse con por lo menos cinco días hábiles de anticipación, lo cual ha sido hecho oportunamente del conocimiento del Partido Acción Ciudadana.  ACUERDO FIRME.

k)  Del Comité Ejecutivo Provisional del Partido Cambio Ya, se conoce nota, del 04 del mes en curso, mediante la cual informa que esa agrupación política realizará las asambleas distritales, conforme lo detalla.

Se dispone:  Se omite la designación de delegados, en virtud de resultar extemporánea la comunicación que se hace a este Tribunal.  ACUERDO FIRME.

l)  Del Ing. Fernán Guardia Gutiérrez, Tesorero del Partido Unidad Social Cristiana, se conoce nota del 07 del mes en curso, mediante la cual entrega los libros legales Mayor y Diario correspondientes al período electoral de la campaña política comprendida entre el 25 de abril de 1998 y hasta el 28 de mayo de 2002.

Se acuerda:  Pasen a los señores auditores de la Contraloría General de la República para lo de sus cargos.  ACUERDO FIRME.

ARTICULO TERCERO.-  Del señor Jaime Garita Sánchez, Inspector Electoral, se conoce oficio Nº. 212 del 12 del mes pasado, mediante el cual remite una copia del Plan Operativo Anual para el año 2003 de dicha oficina, cuyo original se presentó en la Dirección Ejecutiva.
Se acuerda:  Tomar nota.
ARTICULO CUARTO.-  Del señor Mynor Mora Chang, Proveedor a.i., se conoce:

a) Oficio Nº. 785, del 11 del mes en curso, mediante el cual, con fundamento en las razones que expone y ante la solicitud del señor Eric Schmidt Fonseca para que se valorara la posibilidad de materializar la compra de los insumos del proyecto de Tarjeta de Identidad de Menores en forma directa al Proveedor de la Solución Integral del Proyecto de cita, recomienda se traslade el asunto a la Asesoría Jurídica para que lo dictamine en términos de la posible aplicabilidad de la norma que indica a la compra de insumos para el señalado proyecto.
Se acuerda:  Procédase conforme se recomienda.

b) Oficio Nº. 796, del 12 del mes en curso, mediante el cual informa sobre la licitación pública Nº. 01-2002, promovida con el fin de contratar el arrendamiento de una edificación para instalar el Archivo Electoral del Registro Civil, y –por las razones que expone- recomienda:

“1)  Por incumplimiento grave de la única oferta recibida, que se desestime la misma conforme lo dispone el artículo 56.2 del R.G.C.A y por tal razón se declare desierto el concurso.

2)  En virtud del incumplimiento indicado, que la Asesoría Jurídica inicie el proceso administrativo que culminará con la ejecución de la garantía de participación presentada por Moto Repuestos Peisa S.A.

3)  Que en virtud de que persiste la necesidad de trasladar el Archivo Electoral del Registro Civil, se autorice a esta Proveeduría a promover –una vez se haya dictado la resolución de deserción de procedimiento- un nuevo procedimiento de contratación, en esta ocasión bajo la modalidad de trato directo, en virtud de ser esta la segunda vez que se declara desierto un procedimiento de licitación pública donde el objeto de la contratación es el mismo; lo cual es posible de conformidad con lo dispuesto en el artículo 79.5 del RGCA, toda vez que para esta administración reviste suma importancia dar traslado al citado Archivo Electoral, en razón de las fundadas necesidades de espacio que este demanda, para lo cual se pone a disposición los dos expedientes de licitación que este demanda, (sic) para lo cual se pone a disposición los dos expedientes de licitación que se han instaurado para el alquiler del reiterado local para ubicar el Archivo Electoral del Registro Civil.”

Se acuerda:  Aprobar conforme lo recomienda el señor Proveedor a.i.
ARTICULO QUINTO.-  Del señor Ricardo Carías Mora, Jefe del Departamento de Recursos Humanos, se conoce oficio Nº. 537 del 11 del mes en curso, mediante el cual señala:

“ASUNTO:  encargo y recargos de funciones en diversas unidades administrativas.

Para los efectos consiguientes, me permito elevar a conocimiento del Tribunal Supremo de Elecciones las solicitudes que se han presentado ante este Despacho con la finalidad de autorizar un encargo y varios recargos de funciones, todos motivados por las vacaciones que disfrutarán algunos jefes según el siguiente detalle:
	NOMBRE
	JEFE DE
	DIAS
	PERÍODO
	SUSTITUTO

	Juan Antonio Chaves Trigueros
	Oficina Regional de Alajuela
	8
	01 al 10 de julio
	Gerardo Mejía Salazar

	Olga Torres Ortiz
	Oficina Regional de Buenos Aires
	11
	05 al 19 de julio
	Guillermo Hernández Jiménez

	Carlos Luis González Arce
	Oficina Regional de  Grecia
	10
	08 al 19 de julio
	Fabio Gómez Paniagua

	Víctor Elías Rodríguez Fajardo
	Oficina Regional de Nicoya
	18
	17 de junio al 10 de julio
	Maynor Caravaca Vargas

	Rodolfo Villalobos Orozco
	Sección Coordinadora
	15
	01 al 19 de julio
	Luis Diego Vargas Arias

	Juan Rafael Madrigal Hernández
	Secretaría General del Registro Civil
	15
	08 al 29 de julio
	Luis Antonio Bolaños Bolaños


En el caso de Alajuela se autorizaría un encargo de funciones pues se trata de un período de solamente 8 días, mientras que en las demás oficinas sí corresponde recargo de funciones, ya que las ausencias de los titulares de los puestos superan el mínimo de diez días hábiles.

En lo que se refiere a las Oficinas Regionales resultaría necesario aplicar la excepción que establece el artículo 40 del Reglamento a nuestra Ley de Salarios, por cuanto los empleados que se proponen para los respectivos recargos de funciones no poseen los requisitos académicos que los puestos exigen.  Sin embargo, son quienes están autorizados por el Tribunal para sustituir al Jefe durante sus ausencias y cuentan con amplia experiencia en las tareas a realizar dadas las múltiples ocasiones en que lo han hecho, con excepción de Buenos Aires por los motivos que expone el Lic. Rodolfo Villalobos en su oficio número 143-02-SC.  En lo que concierne a la Sección Coordinadora, también sería necesaria esa misma excepción pues el señor Luis Diego Vargas Arias es poseedor de una vasta experiencia en virtud de sus reiteradas oportunidades como jefe interino, pero no tiene a su haber el grado académico exigido para el desempeño del cargo.

Puede apreciarse que todas las gestiones cuentan con la anuencia de la señora Directora General del Registro Civil y el aval presupuestario del Departamento de Contaduría.

Se acuerda:  Aprobar.
ARTICULO SEXTO.-  De la señora Astrid Fischel Volio, Ministra de Educación Pública, se conoce oficio Nº. 2299 del 10 del mes en curso, mediante el cual agradece la invitación para participar en la inauguración del servicio de entrega de Tarjeta de Identidad de Menores, y se disculpa por no poder asistir a la actividad debido a compromisos adquiridos con anticipación.

Se acuerda:  Tomar nota.

ARTICULO SETIMO.-  De la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, se conoce resolución Nº. 2002-01392 de las once horas con seis minutos del ocho de febrero del año en curso, mediante la cual notifican que en relación con el recurso de amparo interpuesto por Nelson Piedra Chinchilla y Ángel Gómez Gómez, contra el Tribunal Supremo de Elecciones y la Dirección General del Registro Civil, éste se declara sin lugar y se rechaza de plano.
Se acuerda:  Tomar nota.
ARTICULO OCTAVO.-  Del señor Javier Cascante, Tesorero Nacional, se conoce oficio 1101, de 27 de mayo de este año, al que adjunta cuadro estadístico del año 2001, que contiene los montos emitidos indebidamente en el Sistema de Pagos correspondiente a la planilla del Tribunal y los recuperados por ese concepto.  Indica que dicho informe evidencia la labor realizada por el Departamento de Recursos Humanos en la recuperación de sumas pagadas de más y manifiesta que se debe continuar con los esfuerzos conjuntos para obtener el resultado deseado, cual es reducir el pago de los montos que no corresponden en la planilla del Gobierno Central.

Se acuerda:  Tomar nota y felicitar al personal del Departamento de Recursos Humanos y a la Contaduría, por la eficiente labor realizada al respecto, y se les insta a continuar con el esfuerzo para alcanza la meta que señala el señor Tesorero Nacional. 

ARTICULO NOVENO.-  Del señor Mario Granados Barzuna, Jefe del Departamento Legal del Instituto Costarricense de Ferrocarriles, se conoce oficio No. 150-L-2002, del 10 del mes en curso, mediante el cual consulta si los directores o miembros del Consejo Directivo de esa institución, tienen o no prohibición para participar en actividades político-electorales; y en cuanto al concepto de “directores ejecutivos”, requiere el criterio del Tribunal, sobre si ese término abarca a los miembros del Consejo Directivo del INCOFER o si existe algún impedimento contemplado en alguna otra regulación , o caso contrario.

Se dispone:  Se le informa a la gestionante que, de conformidad con lo dispuesto por este Tribunal en sesión N°. 11653, artículo segundo, inciso l), todo escrito o petición realizada por órganos públicos, deberá ser planteada por el jerarca de la institución o quien ostente la representación institucional.

No obstante lo anterior, remítasele al interesado copia de la resolución dictada por este Tribunal en sesión  No. 1137-E-2001, de las ocho horas y quince minutos del veintiocho de mayo de dos mil uno, ante consulta planteada sobre el particular por el Lic. Lenín Mendiola Varela, en su calidad de Jefe del Departamento Legal del INCOFER.  
ARTICULO DECIMO.-  De la señora Flor de María Ugalde Valverde, Presidenta del Centro Diurno Josefina Ugalde Céspedes, se conoce nota de 11 de junio de este año, mediante la cual, por las razones que expone, solicita se le suministre la mayor información posible para poder localizar a toda la población de 60 años y más del cantón de Garabito.
Se acuerda:  Se le comunica a la interesada que el Registro Civil no suministra conexiones en línea ni ofrece la posibilidad de transferir electrónicamente su base de datos, por lo que las consultas deben hacerse desde nuestras instalaciones, o bien en nuestro sitio web en el cual está disponible el Padrón Nacional Electoral, y cuya dirección es www.tse.go.cr.
Mayores facilidades que ésa, sólo se le brindan a instituciones públicas y a los partidos políticos, dado el carácter público de éstos.

ARTICULO DECIMOPRIMERO.-  Del señor Justo Orozco Alvarez, Presidente del Partido Renovación Costarricense, se conoce nota de 12 de junio de este año, mediante la cual solicita la legalización de los libros de actas y de contabilidad que acompaña, para la campaña electoral 2002-2006.

Se acuerda:  Atienda la Secretaría del despacho lo solicitado.
ARTICULO DECIMOSEGUNDO.-   Del Partido Unidad Social Cristiana se conoce:

a)  Fax, del señor Jorge Eduardo Sánchez Sibaja, Secretario General de esa agrupación política, recibido el 11 de junio de este año, mediante el cual aclara que en nota de fecha 31 de mayo, remitida a este Tribunal, se informó sobre el nombramiento de las Secretarías Nacionales de esa agrupación política, y se consignó por error que las mismas forman parte de la Asamblea Nacional, siendo lo correcto Asamblea General.   Igualmente aclara que en nota del 04 de junio, en la que informó sobre el nombramiento de los veinte puestos del Directorio Nacional, también se consignó que forman parte de la Asamblea Nacional, siendo también lo correcto Asamblea General.
Se acuerda:  Tener por hechas las aclaraciones que formula el señor Sánchez Sibaja.  Póngase en conocimiento de la Dirección General del Registro Civil y de la Coordinación de Programas Electorales.
b) Nota, de 07 de junio de este año, suscrita por el señor Fernán Guardia Gutiérrez, Tesorero de ese Partido, en el que informa que estará fuera del país del 10 de junio hasta el 16 de marzo (sic), y que estará en su oficina a partir del 17 de ese mismo mes.

Se dispone:  Tomar nota.

A las doce horas y treinta minutos terminó la sesión.- 

	Oscar Fonseca Montoya


	Luis Antonio Sobrado González
	Olga Nidia Fallas Madrigal

	Fernando Del Castillo Riggioni
	Álvaro Pinto López
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